El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la respectiva Secretaría.
Radicación No: 66001-31-05-003-2015-00569-02
José Aníbal Echeverry vs Municipio de Pereira y otros

Providencia: 


Auto de Segunda Instancia, 21 de septiembre de 2018
Radicación No: 

66001-31-05-002-2051-00569-02
Proceso: 

    
Ejecutivo Laboral.

Demandante:


José Aníbal Echeverry 

Demandado:


Conjunto Residencial Cerrado Favi II – Propiedad Horizontal 
Juzgado de origen:
 
Segundo Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:

Francisco Javier Tamayo Tabares

Temas:
PROCESO EJECUTIVO / A CONTINUACIÓN DEL PROCESO ORDINARIO / DEBE COMPRENDER OBLIGACIONES FUTURAS SI SE ORDENARON EN LA SENTENCIA. 
Para responder la inquietud planteada, debe acudirse en primera medida al artículo 100 del CPLSS, que establece que será exigible ejecutivamente toda obligación que, originada en una relación de trabajo, conste, entre otros, en decisión judicial en firme. Tal norma, debe interpretarse con apoyo en los artículos 302 y siguientes del CGP, así como con el canon 422 de la misma obra. Estas normas establecen cuándo queda ejecutoriada una providencia, cómo se puede adelantar su ejecución y cuándo y cómo se puede proceder con su ejecución, además de los requisitos que debe cumplir el documento que sirve de base para el recaudo. El artículo 306 de la obra mencionada, establece que una vez efectuada la solicitud de mandamiento de pago por el interesado, el juez dictará el mandamiento de pago, conforme a lo señalado en la parte resolutiva de la providencia. Finalmente, debe mencionarse que el canon 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles a quien se cita como deudor, entendiéndose por esta última característica la posibilidad real y actual de pedir la satisfacción de la obligación a determinada o determinadas personas. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

OBJETO
La Sala de Decisión Cuarta Laboral del Tribunal Superior de Pereira, se dispone por medio de este proveído a desatar el recurso de apelación propuesto por la apoderada de la parte ejecutante contra el auto del 05 de febrero de 2018 que libró el mandamiento de pago deprecado, dentro del proceso ejecutivo laboral a continuación de proceso ordinario promovido por José Anibal Echeverry contra el Conjunto Residencial Cerrado Favi II – Propiedad Horizontal.

ANTECEDENTES:

Mediante libelo del 14 de diciembre de 2017, el ejecutante, José Aníbal Echeverry, solicitó se librara mandamiento de pago, en contra el conjunto residencial demandado, por el valor de $21.095.136, correspondientes a las condenas indicadas en las sentencias, del proceso ordinario, de primera y segunda instancia, intereses legales, costas, así como, el decreto de medidas cautelares.

La a-quo resolvió el día 05 de febrero de 2018, librar orden de pago, advirtiendo que no se atendía de la manera implorada, sino de la manera como se ordenó en la sentencia: el auxilio de cesantías, prestaciones sociales y salarios, causados desde el 28 de febrero de 2018 hasta el 1 de abril de 2018, fecha del reintegro. En cuanto a costas condenó las del proceso ordinario y no las del ejecutivo; finalmente, decretó la medida cautelar con un límite de $13.500.000. 

Inconforme parcialmente con la decisión, la parte ejecutante interpuso el recurso de reposición y en subsidio de apelación, arguyendo que las condenas por los salarios y prestaciones sociales derivadas del reintegro, no se ajustaron a la sentencia complementaria de segunda instancia, la que transcribió, por lo que se extraña de que tales conceptos fueran excluidos, sin que fueran cancelados, dado que allí se dispuso: “sin perjuicio del pago de las obligaciones laborales que se siguen generando con posterioridad a esa calenda (1 de abril de 2015)” .

La juzgadora de primera instancia, resolvió el recurso de reposición interpuesto, negando la solicitud, al considerar que en la adición al ordinal 3.1 de la providencia de segunda instancia, se ordenó el pago de salarios, prestaciones, vacaciones y aportes al sistema de seguridad social causados desde la fecha del despido injusto, esto es, desde el 28 de febrero de 2015 hasta el momento del reintegro el 1 de abril de 2015, lo que asciende a la suma de $730.263.33 y no a $8.041.807.00 como la afirma el  ejecutante. Por lo tanto, se concedió el recurso de apelación.

CONSIDERACIONES:

El problema jurídico a desarrollar en el curso de este proveído es el siguiente:
¿En el mandamiento de pago librado en este asunto, se extendieron a todos los conceptos y créditos, fulminados en las sentencias que le sirven de recaudo ejecutivo?
Para dilucidar la cuestión planteada, debe acudirse en primera medida al artículo 100 del CPLSS, que establece que será exigible ejecutivamente toda obligación que, originada en una relación de trabajo, conste, entre otros, en decisión judicial en firme. Tal norma, debe interpretarse con apoyo en los artículos 302 y siguientes del CGP, así como con el canon 422 de la misma obra. Estas normas establecen cuándo queda ejecutoriada una providencia, cómo se puede adelantar su ejecución y cuándo y cómo se puede proceder con su ejecución, además de los requisitos que debe cumplir el documento que sirve de base para el recaudo.

El artículo 306 de la obra mencionada, establece que una vez efectuada la solicitud de mandamiento de pago por el interesado, el juez dictará el mandamiento de pago, conforme a lo señalado en la parte resolutiva de la providencia. Finalmente, debe mencionarse que el canon 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles a quien se cita como deudor, entendiéndose por esta última característica la posibilidad real y actual de pedir la satisfacción de la obligación a determinada o determinadas personas.

En ese orden con base en las sentencias emitidas en el proceso ordinario, iniciado por José Aníbal Echeverry, en contra del Conjunto Residencial Favi II. P.H., promueve el primero, la ejecución en contra del citado Conjunto, para que se libre el mandamiento de pago, por los diversos créditos laborales allí fulminados, e intereses, e invocó, igualmente, una medida cautelar.

El juzgado de la ejecución, el 5 de febrero de 2018, libró las correspondientes órdenes de pago, empero, no en la extensión o magnitud de lo implorado, en la medida en que las diferencias estriban así: (i) auxilio de cesantía ($2.144.528,58 vs. $1.672.807), (ii) prestaciones sociales debidas al reintegro ($5.493.162,90 vs. 182.908).

En tanto, que resulta pacífica la emisión del mandamiento de pago respecto a los otros rubros. 
Sobre el particular, tal como lo revelan los audios, José Aníbal Echeverry, hubo de demandar ordinariamente al Conjunto Residencial de marras, luego de que por una acción de tutela, se dispusieran las gestiones de reintegro a su puesto de trabajo, como mecanismo transitorio, así como el pago de salarios, desde la fecha del despido, 28 de febrero de 2015, al de su reinstalación, 1 de abril del mismo año; protección constitucional que se enmarcó en la esfera del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.

Es de anotar que la orden de tutela de reintegro fue acatada por el ente accionado, empero, con el pago de incapacidades, como quiera que, José Aníbal Echeverry contaba con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50%, aspecto que de manera definitiva dejó esta segunda instancia, mediante sentencia del 21 de septiembre de 2017, al revocar el numeral 7 de la sentencia de la a-quo, la cual había declarado “improcedente ordenar el reintegro de forma permanente del señor José Anibal Echeverry al puesto de trabajo”.
En su lugar este segundo grado, dispuso el reintegro como vigilante del Conjunto Residencial Cerrado Favi, en las mismas condiciones en que el Conjunto había cumplido la orden del juez de tutela, esto es, reconociendo las incapacidades a José Aníbal Echeverri, acorde con lo que se expuso en ese proveído.

Luego, el reintegro se dio en medio de esas limitaciones físicas, por lo que entonces, la medida se cumplía, itérese, con el pago de las incapacidades, mientras perduraran estas, o el salario sí se prestaba realmente el servicio, desaparecidas aquellas, más el pago de las obligaciones laborales.

A esta altura, es oportuno recordar que en la sentencia de segunda instancia, dictada el 21 de septiembre de 2017, esta Corporación dividió en dos etapas, las condenas allí fulminadas, atendiendo la consonancia de la sentencia con el recurso, fue así como: (i) durante el lapso comprendido del 1 de marzo de 1995 y el 31 de mayo de 2014, mandó el pago de 1.470 días, los cuales 930 son por concepto de jornadas dominicales y, 540 días de turnos de lunes a sábado. Este periodo arrojó condenas por: auxilio de cesantías ($1.672.807), intereses dobles sobre aquellas ($4.518 y 4.417), prima de servicios ($198.996), compensación en dinero de vacaciones ($1.257.667), auxilio de transporte ($254.040), y un título pensional por aportes, por los dejados de cancelar del 20 de noviembre de 2013 al 31 de mayo de 2014 (78 días de 2013 y 21 días de 2014).
(ii) Como quiera que luego de ese lapso, sobrevino otro de manera continua, mismo en que se produjo el despido (28 de febrero de 2015) y ulterior reintegro (1 de abril del mismo año) de la manera como ya se expuso; hubo de producirse la adición de la segunda instancia, el 19 de octubre de 2017, en orden a que los pagos por las obligaciones laborales contraídas por el Conjunto Residencial con el laborante José Aníbal Echeverry, se siguieran generando con posterioridad al 1 de abril de 2015, hasta la ruptura definitiva del vínculo laboral, puesto que como se deduce de los audios, se estaba a la espera de que Echeverry, obtuviera la gracia pensional por vejez, puesto que en ese instante no percibió la de invalidez a cargo del organismo de la seguridad social, ni por sentencia judicial se dispuso su condena a cargo del conjunto.

Así las cosas, visto, entonces, el mandamiento de pago, en lo que tiene que ver con la primera parte del fallo, recaudo de esta ejecución, no ofrece reparo, por cuanto se ciñó a las condenas relativas a las prestaciones causadas del 1 de marzo de 1995 al 31 de mayo de 2014, por los días allí estimados, tal cual se refleja en el ordinal 2.1., de la parte resolutiva de la sentencia proferida el 21 de septiembre de 2017, parte que no fue materia de adición o complementación. 
Ahora, en lo que tiene que ver con el segundo lapso, corrido a partir del 28 de febrero de 2015, fecha que por ficción legal el servicio se siguió prestando sin solución de continuidad, dado el reintegro dispuesto por el juez de tutela y avalado en las sentencias de esta Colegiatura, se tiene que la a-quo, se contrajo exclusivamente, a liquidar el período desde esa calenda a su cierre el día del reintegro, esto es, lo que corrió del 28 de febrero al 1 de abril de 2015, desconociendo que en la sentencia de complementación, se dispuso que los pagos ordenados hasta ese último hito, lo serían: “sin perjuicio del pago de las obligaciones laborales que se sigan generando con posterioridad a esa calenda…”. 
 De tal surte, que la prosperidad del recurso es apenas parcial, tomando en cuenta, no solo lo advertido en torno al primer período analizado por la sentencia presentada como recaudo ejecutivo, sino también, por cuanto el mandamiento de pago por auxilio de cesantía, es por el valor señalado por la a-quo ($1.672.807), sin lugar a adicionar suma alguna en la medida en que no se ha acreditado causal de terminación del contrato de trabajo. 
No obstante, la revocatoria parcial de la decisión, es menester aclarar que las incapacidades, si no han sido percibidas de manos del organismo de la seguridad social competente, están a cargo de la empleadora, por el monto que dispone la ley, como se esclareció en el proceso ordinario, situación que no se refleja en la solicitud del mandamiento de pago, puesto que se deprecó como equivalente al salario mínimo, esto es, como si se hubiera prestado efectivamente el servicio, razón por la cual antes de que se libre la orden de pago por tales incapacidades a cargo de la empleadora, la a-quo, otorgará a la ejecutante, el término de cinco (5) días, para que ajuste tal reclamo en el monto que legalmente corresponde, so pena de que se rechace el mandamiento de pago por ese concepto.

Sin costas en este grado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

Revoca parcialmente, el auto adiado el 5 de febrero de 2018, ppor el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, en el proceso ejecutivo seguido a continuación del ordinario, promovido por José Aníbal Echeverry, al Conjunto Residencial Cerrado Favi II Propiedad Horizontal. En su lugar:

1- Una vez dicte el auto de obedecimiento a lo acá resuelto, la primera instancia, (i) adecuará, parcialmente, el mandamiento de pago apelado de conformidad con lo expuesto en el cuerpo de este proveído, si no hallare otros defectos y, (ii) otorgará a la parte ejecutante, el término de cinco (5) días, para que ajuste la solicitud del mandamiento de pago atinente al monto legal que corresponda a las incapacidades, so pena de que se rechace el mandamiento de pago por ese concepto o salarios.

2- Confirma lo demás.
Sin costas en este grado.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Magistrado Ponente

 ANA LUCIA CAICEDO CALDERON      OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
                  Magistrada




Magistrada

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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